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FORMATO DE RESPUESTA PQRSD
[bookmark: _Hlk143780582]CONTRATACIÓN DIRECTA – Ley 1967 de 2019 – Causal Numeral 25 del artículo 4 – Alcance 
"El numeral 25 del artículo 4 de la Ley 1967 de 2019 otorga al Ministerio del Deporte la competencia para celebrar directamente convenios o contratos con entidades u organismos que pertenezcan al Sistema Nacional del Deporte, siempre que busquen el desarrollo del objeto para el cual fue creado el Ministerio y que se ejerza de acuerdo con las normas legales vigentes. Esta redacción supone una norma especial aplicable al procedimiento de selección que puede utilizar esta Entidad Estatal cuando se cumplen los supuestos expresamente determinados por el legislador, sin que ello suponga un desplazamiento o modificación del régimen jurídico del EGCAP, al cual se somete la actividad contractual del Ministerio de conformidad con lo dispuesto en el artículo 2 de la Ley 80 de 1993.
[…] la función establecida en el numeral 25 del artículo 4 de la Ley 1967 de 2019 constituye una norma especial en materia de contratación que otorga al Ministerio del Deporte la competencia para celebrar directamente convenios o contratos con entidades u organismos que pertenezcan al Sistema Nacional del Deporte […] Así, la disposición del numeral 25 objeto de análisis establece una causal específica que habilita la contratación directa por parte del Ministerio del Deporte, pero remite expresamente a la aplicación del ordenamiento jurídico que rige la actividad contractual de esta entidad, es decir, al EGCAP.
En efecto, la función consagrada en el numeral 25 del artículo 4 de la Ley 1967 de 2019 no supone una derogación o antinomia con la normativa del EGCAP que rige la actividad contractual del Ministerio del Deporte. Sin embargo, sustrae de la regla general de la contratación mediante licitación pública dispuesta en el EGCAP un ámbito puntual y específico: la contratación directa con organismos del Sistema Nacional del Deporte, para el desarrollo de su objeto institucional; en todo lo demás, la norma general (el EGCAP) sigue aplicando plenamente en la actividad contractual del Ministerio”.
SISTEMA NACIONAL DEL DEPORTE – Sujetos – Artículo 50 de la Ley 181 de 1995 
"Sobre la vigencia de esta caracterización del Sistema Nacional del Deporte, es importante resaltar que la Ley 1967 de 2019 no derogó las disposiciones señaladas, pues el artículo 18 se refirió a la derogatoria del Decreto 4183 de 2011 y 'las demás disposiciones que le sean contrarias'. En este sentido, la derogatoria expresa no tocó las disposiciones de la Ley 181 de 1995 referidas a los organismos o entidades que componen el Sistema Nacional del Deporte […]"
Conforme con lo expuesto, el Ministerio del Deporte únicamente podrá ejercer la función de celebrar directamente los convenios y contratos a los cuales hace referencia el numeral 25 del artículo 4 de la Ley 1967 de 2019 con respecto a sujetos que, de acuerdo con la misma normativa vigente del sector, hagan parte del Sistema Nacional del Deporte. En este sentido, según el referido artículo 50 de la Ley 181 de 1995, esta lista comprende al Ministerio de Educación Nacional, el Instituto Colombiano del Deporte —hoy Ministerio del Deporte—, los entes departamentales, municipales y distritales que ejerzan las funciones de fomento, desarrollo y práctica del deporte, la recreación y el aprovechamiento del tiempo libre, los organismos privados, las entidades mixtas, así como todas aquellas entidades públicas y privadas de otros sectores sociales y económicos en los aspectos que se relacionen directamente con estas actividades. También se entenderán incorporados en la habilitación, por disposición expresa del numeral 25, los organismos internacionales de naturaleza pública o privada que se enmarquen en esta definición”.
CONTRATACIÓN CON ORGANISMOS INTERNACIONALES – Ley 1967 de 2019 – Causal Numeral 25 del artículo 4 
“Una consecuencia jurídica de lo expuesto es que el artículo 20 de la Ley 1150 de 2007 será aplicable con respecto a los organismos internacionales con los que contrate directamente el Ministerio del Deporte en ejercicio de la función establecida en el numeral 25 del artículo 4 de la Ley 1967 de 2019, siempre que se trate de organismos internacionales que sean parte del Sistema Nacional del Deporte y que el objeto del convenio o contrato sea concordante con el artículo 3 de esta norma. De forma similar, las condiciones previstas en el artículo 20 de la Ley 1150 de 2007 no son aplicables de manera automática cuando el Ministerio del Deporte ejerza la función del referido numeral 25, pues para ello también será necesario que se cumplan los supuestos establecidos en dicha norma".




















Bogotá D.C., 07 de Julio de 2026	
[image: ]
Doctor
Fabián Darío Romero Moreno
Coordinador del GIT de Contratación
Ministerio del Deporte
viortiz@mindeporte.gov.co
faromero@mindeporte.gov.co
Bogotá D.C.

	
	Concepto C-853 de 2026


	Temas:                   
	CONTRATACIÓN DIRECTA – Ley 1967 de 2019 – Causal Numeral 25 del artículo 4 – Alcance / SISTEMA NACIONAL DEL DEPORTE – Sujetos – Artículo 50 de la Ley 181 de 1995 / CONTRATACIÓN CON ORGANISMOS INTERNACIONALES – Ley 1967 de 2019 – Causal Numeral 25 del artículo 4 

	


	Radicación:               
	Respuesta a consulta con radicado No. 1_2026_05_22_006888




Estimado Doctor Romero:
	
En ejercicio de la competencia otorgada por los artículos 3, numeral 5º, y 11, numeral 8º, del Decreto Ley 4170 de 2011, así como lo establecido en el artículo 4 de la Resolución 1707 de 2018 expedida por esta Entidad, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente– responde su solicitud de concepto del 21 de mayo de 2026, en la cual manifiesta lo siguiente: 

“[…] 1. Contexto de la consulta
En el desarrollo de actividades administrativas relacionadas con la gestión institucional, se ha identificado la necesidad de precisar el alcance y la forma de aplicación de la función 25 del artículo 4 de la Ley 1967 de 2019, en lo concerniente a su implementación práctica dentro del Ministerio del Deporte, toda vez que, esta función le permite al Ministerio contratar de forma directa con los miembros del Sistema Nacional del Deporte.
Lo anterior, teniendo en cuenta que dicha disposición normativo-funcional puede generar diferentes interpretaciones respecto de su aplicación en escenarios concretos de la gestión pública.
2. Consulta
En virtud de lo anterior, respetuosamente solicito se emita concepto sobre el siguiente interrogante:
¿Cuál es el alcance, contenido y forma correcta de aplicación de la función 25 del artículo 4 de la Ley 1967 de 2019 por parte del Ministerio del Deporte al momento de contratar de forma directa con los miembros del Sistema Nacional del Deporte?
¿Qué criterios deben tenerse en cuenta para su adecuada implementación en la gestión administrativa?
Ahora bien, ¿Cuál es el soporte normativo para el desarrollo de esta contratación con los miembros del Sistema Nacional del Deporte?
De manera complementaria, agradecería precisar:
· Cuáles son los lineamientos o buenas prácticas que deben seguir las entidades para su cumplimiento.
· Si existen desarrollos normativos, doctrinales o lineamientos emitidos por esa entidad sobre el particular […]”

	De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad solo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario, que no concibió a Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos particulares de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas a la Ley 80 de 1993 o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias, ni a brindar asesorías sobre casos puntuales. 	
Conforme lo expuesto, en aras de satisfacer el derecho fundamental de petición se resolverá su consulta dentro de los límites de la referida competencia consultiva, esto es, haciendo abstracción de las circunstancias particulares y concretas mencionadas en su petición, pero haciendo unas consideraciones sobre las normas generales relacionadas con el problema jurídico de su consulta. 

1. Problema planteado:

De acuerdo con el contenido de su solicitud, esta Agencia resolverá los siguientes problemas jurídicos: ¿cuál es el alcance de la facultad establecida en el numeral 25 del artículo 4 la Ley 1967 de 2019?  

2. Respuesta:

	El numeral 25 del artículo 4 de la Ley 1967 de 2019 otorga al Ministerio del Deporte la competencia para celebrar directamente convenios o contratos con entidades u organismos que pertenezcan al Sistema Nacional del Deporte, siempre que busquen el desarrollo del objeto para el cual fue creado el Ministerio y que se ejerza de acuerdo con las normas legales vigentes. Esta redacción supone una norma especial aplicable al procedimiento de selección que puede utilizar esta Entidad Estatal cuando se cumplen los supuestos expresamente determinados por el legislador, sin que ello suponga un desplazamiento o modificación del régimen jurídico del EGCAP, al cual se somete la actividad contractual del Ministerio de conformidad con lo dispuesto en el artículo 2 de la Ley 80 de 1993.
El ejercicio de dicha función se encuentra enmarcado en el cumplimiento de las disposiciones que en materia contractual establecen la Ley 80 de 1993, la Ley 1150 de 2007, el Decreto 1082 de 2015 y demás normas concordantes, en la medida en que la disposición del numeral 25 establece una causal específica que habilita la contratación directa, pero remite expresamente a la aplicación del ordenamiento jurídico que rige la actividad contractual de esta entidad. En virtud de lo anterior, la función solo podrá ejercerse con respecto a sujetos que, de acuerdo con el artículo 50 de la Ley 181 de 1995, hagan parte del Sistema Nacional del Deporte, y únicamente cuando el convenio o contrato se celebre para el desarrollo del objeto institucional definido en el artículo 3 de la Ley 1967 de 2019; el contrato cuyo objeto sea ajeno a dicho marco jurídico, por ejemplo, la simple adquisición de bienes o servicios sin relación con el fomento del deporte, no estará amparado en la función del numeral 25, incluso si el contratista esta reconocido como un sujeto que hace parte del Sistema Nacional del Deporte. En consecuencia, la función revista en el numeral 25, en tanto excepción a la regla general de licitación pública que impone el EGCAP, no podrá interpretarse extensivamente para cobijar sujetos u objetos que exceden su texto.
En todo lo no regulado expresamente por esta causal especial, la contratación se regirá por lo dispuesto en el régimen general de contratación de la entidad contratante: el EGCAP; incluidos los requisitos de perfeccionamiento y ejecución del contrato, garantías, supervisión, liquidación, causales de nulidad, régimen de inhabilidades e incompatibilidades, publicidad en el SECOP, cláusulas excepcionales cuando procedan y responsabilidad contractual, salvo que exista una norma especial que disponga lo contrario. 
Una consecuencia jurídica de lo expuesto es que el artículo 20 de la Ley 1150 de 2007 será aplicable con respecto a los organismos internacionales con los que contrate directamente el Ministerio del Deporte en ejercicio de la función establecida en el numeral 25 del artículo 4 de la Ley 1967 de 2019, siempre que se trate de organismos internacionales que sean arte del Sistema Nacional del Deporte y que el objeto del convenio o contrato sea concordante con el artículo 3 de esta norma. De forma similar, las condiciones previstas en el artículo 20 de la Ley 1150 de 2007 no son aplicables de manera automática cuando el Ministerio del Deporte ejerza la función del referido numeral 25, pues para ello también será necesario que se cumplan los supuestos establecidos en dicha norma. 
Por ejemplo, si en ejercicio de la función del numeral 25 el Ministerio del Deporte celebra directamente un convenio o contrato con un organismo deportivo internacional que hace parte del Sistema Nacional del Deporte para el desarrollo de su objeto, y este, además de encajar en los supuestos de la función del numeral 25, cumple independientemente los requisitos del artículo 20, ese convenio podrá regirse por el reglamento del organismo internacional. Este será el caso cuando el organismo internacional que hace parte del Sistema Nacional del Deporte es también un organismo de cooperación, asistencia o ayuda internacional que financia el contrato o convenio en sumas iguales o superiores al cincuenta por ciento (50%). 
Al margen de la explicación precedente, debe advertirse que el análisis requerido para resolver problemas específicos en torno a la gestión contractual de las entidades públicas debe ser realizado por quienes tengan interés en ello, de acuerdo con lo explicado en la aclaración preliminar del presente oficio. Por lo anterior, previo concepto de sus asesores, la solución de situaciones particulares corresponde a los interesados adoptar la decisión correspondiente y, en caso de conflicto, a las autoridades judiciales, fiscales y disciplinarias. Así, cada entidad definirá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones.



3. Razones de la respuesta:

Lo anterior se sustenta en las siguientes consideraciones: 

i. La Ley 1967 de 2019 transformó el Departamento Administrativo del Deporte, la Recreación, la Actividad Física y el Aprovechamiento del Tiempo Libre (Coldeportes) en el Ministerio del Deporte y lo estableció como organismo principal de la administración pública, del nivel central, rector del sector y del Sistema Nacional del Deporte. De acuerdo con el artículo tercero, el Ministerio tiene como objetivo “formular, adoptar, dirigir, coordinar, inspeccionar, vigilar, controlar y ejecutar la política pública, planes, programas y proyectos en materia del deporte, la recreación, el aprovechamiento del tiempo libre y la actividad física para promover el bienestar, la calidad de vida, así como contribuir a la salud pública, a la educación, a la cultura, a la cohesión e integración social, a la conciencia nacional y a las relaciones internacionales, a través de la participación de los actores públicos y privados”.
	En el marco de lo anterior, el artículo cuarto de la referida ley determinó las funciones que cumplirá el Ministerio del Deporte para la materialización de su objeto, las cuales son adicionales a las que dispone el artículo 59 de la Ley 489 de 1998 en cabeza de todos los ministerios y departamentos administrativos del Estado. En cuanto a su actividad contractual, la norma dispuso que el Ministerio tiene la facultad de:

“[…] 25. Celebrar directamente convenios o contratos con entidades u organismos internacionales o nacionales, públicos o privados pertenecientes al Sistema Nacional del Deporte, para el desarrollo de su objeto, de acuerdo con las normas legales vigentes”.

La función del numeral 25 fue consagrada previamente como una facultad en cabeza del Instituto Colombiano del Deporte mediante el artículo 61 de la Ley 181 de 1995, denominada también como la “Ley del Deporte”. Esta norma dispuso en términos generales que esta entidad, como máximo organismo planificador, rector, director y coordinador del Sistema Nacional del Deporte y Director del Deporte Formativo y Comunitario, tendría la función de “celebrar convenios o contratos con las diferentes entidades de los sectores público o privado, nacionales o extranjeros, para el desarrollo de su objeto bien sea del deporte, la recreación, el aprovechamiento del tiempo libre y la educación física de acuerdo con las normas legales vigentes”.
Posteriormente, el Decreto-Ley 4183 de 2011 transformó al Instituto Colombiano del Deporte en el Departamento Administrativo del Deporte, la Recreación, la Actividad Física y el Aprovechamiento del Tiempo Libre (Coldeportes). Dicho Decreto señaló que, para el cumplimiento de sus funciones, Coldeportes tendría la facultad de celebrar directamente convenios o contratos con entidades u organismos internacionales o nacionales, públicos o privados pertenecientes al Sistema Nacional del Deporte, para el desarrollo de su objeto, de acuerdo con las normas legales vigentes. De esta forma, la norma objeto de consulta, al crear el Ministerio del Deporte, le atribuyó una función con la que ya contaba Coldeportes, desde su constitución como Instituto en 1995 y posteriormente como Departamento Administrativo en 2011. 
La exposición de motivos de la Ley 181 de 1995 no se refirió expresamente a la facultad de contratación directa en cabeza del Instituto que fue establecida en el artículo 61, sin embargo resaltó que la Constitución de 1991 otorgó una concepción política y filosófica al deporte, la recreación y el aprovechamiento del tiempo libre, reconociendo el derecho de todas las personas a tales actividades[footnoteRef:2]. Adicionalmente, las normas de presupuesto nacional incluyeron dichas actividades dentro del gasto público social, como una inversión social en los términos del artículo 350 de la Constitución Política[footnoteRef:3]. [2:  Constitución Política de 1991. Artículo 52: “El ejercicio del deporte, sus manifestaciones recreativas, competitivas y autoctonas tienen como función la formación integral de las personas, preservar y desarrollar una mejor salud en el ser humano.
El deporte y la recreación, forman parte de la educación y constituyen gasto público social.
Se reconoce el derecho de todas las personas a la recreación, a la práctica del deporte y al aprovechamiento del tiempo libre.
El Estado fomentará estas actividades e inspeccionara, vigilará y controlará las organizaciones deportivas y recreativas cuya estructura y propiedad deberán ser democráticas”.]  [3:  Exposición de motivos de la Ley 181 de 1995, disponible para consulta en: https://sisjur.bogotajuridica.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=10592#0 ] 

Dentro de este marco, el Gobierno Nacional destacó la necesidad de crear el Sistema Nacional del Deporte con el fin de dotar de coherencia a las actividades que se desarrollan en este ámbito. Con este fin, separó las funciones correspondientes al sector público, especializándolo en el deporte formativo y comunitario, de las funciones del sector privado enfocado en el deporte competitivo y de alto rendimiento. Esta visión buscó armonizarlos “de tal manera que se complementan para trabajar unidos en la masificación del deporte y la recreación”. Adicionalmente, la norma creó el Consejo Superior del Deporte como organismo consultor de las políticas del Estado en este campo, junto con una corporación mixta para el manejo de los recursos de los sectores que componen el sistema. Igualmente, rescató el papel de las entidades territoriales departamentales y municipales a efectos de comprometerlas en las políticas de masificación del deporte formativo y comunitario.
De manera similar, la exposición de motivos[footnoteRef:4] de la Ley 1967 de 2019 (proyecto en Senado No. 78/18 y No. 285/18 en Cámara de Representantes) no se refirió específicamente a la facultad de contratación directa objeto de consulta. En efecto la función establecida en el numeral 25 del artículo cuarto constituye una transcripción de la función que ya había sido incluida en el Decreto-Ley 4183 de 2011. El contenido del numeral 25 se mantuvo intacto durante los debates en Senado y Cámara hasta la publicación del texto final de la Ley, de modo que no fue objeto de modificación ni debate. En este sentido, la ley reprodujo y mantuvo esta función, inicialmente atribuida a Coldeportes desde 1995. Además, es importante resaltar que la función no ha sido objeto de análisis o pronunciamiento jurisprudencial. [4:  Congreso de la República de Colombia. Gaceta del Congreso No. 596 del 10 de agosto de 2018. Proyecto de Ley número 78 de 2018 Senado, "por la cual se transforma el Departamento Administrativo del Deporte, la Recreación, la Actividad Física y el Aprovechamiento del Tiempo Libre (Coldeportes) en el Ministerio del Deporte", Exposición de Motivos, pp. 8-19.] 

ii. En el marco de lo expuesto, es pertinente recordar que el artículo 2 de la Ley 80 de 1993 define como Entidades Estatales, para efectos de la aplicación de este régimen, a la Nación, las regiones, los departamentos, las provincias, el distrito capital y los distritos especiales, las áreas metropolitanas, las asociaciones de municipios, los territorios indígenas y los municipios; los establecimientos públicos, las empresas industriales y comerciales del Estado, las sociedades de economía mixta en las que el Estado tenga participación superior al cincuenta por ciento, así como sus entidades descentralizadas indirectas y las demás personas jurídicas en las que exista dicha participación pública mayoritaria, cualquiera sea la denominación que ellas adopten, en todos los órdenes y niveles. 
El EGCAP también dispone que “Son contratos estatales todos los actos jurídicos generadores de obligaciones que celebren las entidades a que se refiere el presente estatuto, previstos en el derecho privado o en disposiciones especiales, o derivados del ejercicio de la autonomía de la voluntad” –art. 32, inciso primero–. Asimismo, señala que “Las estipulaciones de los contratos serán las que, de acuerdo con las normas civiles, comerciales y las previstas en esta ley, correspondan a su esencia y naturaleza” –art. 40, inciso primero–.
De este modo, el Ministerio del Deporte, como organismo principal de la administración pública del nivel central, en los términos dispuestos en la Ley 1967 de 2019, es parte de la “Nación” para efectos de la aplicación del Estatuto General de Contratación de la Administración Pública –en adelante EGCAP–. En este sentido, no se trata de un establecimiento público con régimen jurídico propio, ni de una entidad con régimen especial de contratación exceptuado del EGCAP, de modo que su actividad contractual se encuentra sujeta a este marco jurídico y a lo que al respecto determinen las normas especiales que le sean aplicables en esta materia. 
En este sentido, la función establecida en el numeral 25 del artículo 4 de la Ley 1967 de 2019 constituye una norma especial en materia de contratación que otorga al Ministerio del Deporte la competencia para celebrar directamente convenios o contratos con entidades u organismos que pertenezcan al Sistema Nacional del Deporte, siempre que busquen el desarrollo del objeto para el cual fue creado el Ministerio y que se ejerza de acuerdo con las normas legales vigentes. Esta redacción supone una norma especial aplicable al procedimiento de selección que puede utilizar esta Entidad Estatal cuando se cumplen los supuestos allí establecidos, sin que ello suponga un desplazamiento o modificación del régimen contractual aplicable. En consecuencia, el ejercicio de dicha función se encuentra enmarcado en el cumplimiento de las disposiciones que en materia contractual establecen la Ley 80 de 1993, la Ley 1150 de 2007, el Decreto 1082 de 2015 y demás normas concordantes. Así, la disposición del numeral 25 objeto de análisis establece una causal específica que habilita la contratación directa por parte del Ministerio del Deporte, pero remite expresamente a la aplicación del ordenamiento jurídico que rige la actividad contractual de esta entidad, es decir, al EGCAP. 
Sobre lo anterior, es preciso resaltar que el artículo 5 de la Ley 153 de 1887 dispone el principio o criterio de especialidad en materia de hermenéutica normativa, denominado “lex specialis derogat generali”. La Corte Constitucional, en Sentencia C-439 de 2016[footnoteRef:5], sistematizó los criterios hermenéuticos para resolver conflictos entre leyes (jerárquico, cronológico y de especialidad); explicó que frente al criterio de especialidad no se está propiamente ante una antinomia, en razón a que se entiende que la norma general se aplica a todos los campos con excepción de aquél que es regulado por la norma especial, la cual sustrae o excluye una parte de la materia gobernada por la ley de mayor amplitud regulatoria, para someterla a una regulación diferente y específica.  [5:  Corte Constitucional, Sentencia C-439 del 17 de agosto de 2016, M.P. Alberto Rojas Ríos, disponible EN: https://www.corteconstitucional.gov.co/RELATORIA/2016/C-439-16.htm. Al respecto señaló: “6.2. Recientemente, en la Sentencia C-451 de 2015, esta Corporación hizo expresa referencia al aludido tema. En dicho fallo, basada en las previsiones que sobre la materia establecen las Leyes 57 y 153 de 1887 y lo dicho en la jurisprudencia, la Corte puso de presente que existen al menos tres criterios hermenéuticos para solucionar los conflictos entre leyes: (i) el criterio jerárquico, según el cual la norma superior prima o prevalece sobre la inferior (lex superior derogat inferiori); (ii) el criterio cronológico, que reconoce la prevalencia de la norma posterior sobre la anterior, esto es, que en caso de incompatibilidad entre dos normas de igual jerarquía expedidas en momentos distintos debe preferirse la posterior en el tiempo (lex posterior derogat priori); y (iii) el criterio de especialidad, según el cual la norma especial prima sobre la general (lex specialis derogat generali). Con respecto a este último criterio, se sostiene que, en tales casos, no se está propiamente ante una antinomia, en razón a que se entiende que la norma general se aplica a todos los campos con excepción de aquél que es regulado por la norma especial, con lo cual las mismas difieren en su ámbito de aplicación”.  ] 

En efecto, la función consagrada en el numeral 25 del artículo 4 de la Ley 1967 de 2019 no supone una derogación o antinomia con la normativa del EGCAP que rige la actividad contractual del Ministerio del Deporte. Sin embargo, sustrae de la regla general de la contratación mediante licitación pública dispuesta en el EGCAP un ámbito puntual y específico: la contratación directa con organismos del Sistema Nacional del Deporte, para el desarrollo de su objeto institucional; en todo lo demás, la norma general (el EGCAP) sigue aplicando plenamente en la actividad contractual del Ministerio. 

iii. Dentro de este marco jurídico, la función del numeral 25 debe ser analizada y aplicada de manera estricta frente a los sujetos y el objeto que dispuso expresamente el legislador. Esto es concordante con el artículo 27 del Código Civil, el cual dispone que cuando el sentido de la ley sea claro, no se desatenderá su tenor literal a pretexto de consultar su espíritu. En efecto, el elemento subjetivo de la norma señala expresamente que el ejercicio de dicha facultad se encuentra condicionado a que se trate de entidades u organismos internacionales o nacionales, públicos o privados, que necesariamente pertenezcan al Sistema Nacional del Deporte. Al respecto, es preciso resaltar que la Ley 181 de 1995 creó el Sistema Nacional del Deporte, definiéndolo y estableciendo su objetivo de la siguiente manera:

“Artículo 46. El Sistema Nacional del Deporte es el conjunto de organismos, articulados entre sí, para permitir el acceso de la comunidad al deporte, la recreación, el aprovechamiento del tiempo libre, la educación extraescolar y la educación física. 
Artículo 47. El Sistema Nacional del Deporte tiene como objetivo generar y brindar a la comunidad oportunidades de participación en procesos de iniciación, formación, fomento y práctica del deporte, la recreación y el aprovechamiento del tiempo libre, como contribución al desarrollo integral del individuo y a la creación de una cultura física para el mejoramiento de la calidad de vida de los colombianos”.

Dicha Ley también definió cuáles son los organismos que componen dicho Sistema. Al respecto, el artículo 50 señaló que:

“Artículo 50º. Hacen parte del Sistema Nacional del Deporte, el Ministerio de Educación Nacional, el Instituto Colombiano del Deporte, Coldeportes, los entes departamentales, municipales y distritales que ejerzan las funciones de fomento, desarrollo y práctica del deporte, la recreación y el aprovechamiento del tiempo libre, los organismos privados, las entidades mixtas, así como todas aquellas entidades públicas y privadas de otros sectores sociales y económicos en los aspectos que se relacionen directamente con estas actividades”.

Adicionalmente, la norma detalló la composición jerárquica del Sistema Nacional del Deporte en el ordenamiento nacional de la siguiente forma:

“Artículo 51. Los niveles jerárquicos de los organismos del Sistema Nacional del Deporte son los siguientes: 
Nivel Nacional. Ministerio de Educación Nacional, Instituto Colombiano del Deporte - Coldeportes Comité Olímpico Colombiano y Federaciones Deportivas Nacionales. 
Nivel Departamental. Entes deportivos departamentales, Ligas Deportivas Departamentales y Clubes Deportivos. 
Nivel Municipal. Entes deportivos municipales o distritales, Clubes Deportivos y Comités Deportivos. 
Parágrafo. Las demás entidades de carácter público, privado o mixto que hacen parte del Sistema Nacional del Deporte, concurrirán al nivel jerárquico correspondiente a su propia jurisdicción territorial y ámbito de actividades”.

Sobre la vigencia de esta caracterización del Sistema Nacional del Deporte, es importante resaltar que la Ley 1967 de 2019 no derogó las disposiciones señaladas, pues el artículo 18 se refirió a la derogatoria del Decreto 4183 de 2011 y “las demás disposiciones que le sean contrarias”. En este sentido, la derogatoria expresa no tocó las disposiciones de la Ley 181 de 1995 referidas a los organismos o entidades que componen el Sistema Nacional del Deporte y la derogatoria tácita residual se encuentra limitada a lo que sea contrario o incompatible con la Ley 1967 de 2019, lo cual excluye la normativa señalada sobre el Sistema Nacional; pues, de acuerdo con el artículo 72 del Código Civil, “la derogación tácita deja vigente en las leyes anteriores, aunque versen sobre la misma materia, todo aquello que no pugna con las disposiciones de la nueva ley”. Este es el caso de las disposiciones sobre el Sistema Nacional. Muestra de ello es que el artículo primero de la Ley 1967 de 2019 concibe al Ministerio del Deporte como organismo principal de “la administración pública, del nivel central, rector del sector y del Sistema Nacional del Deporte”, refiriéndose a este en los términos y mediante el nombre propio ya atribuido en el marco legal previo, sin volver a definirlo o modificar su alcance.
En este sentido, si el legislador de 2019 hubiera querido crear un Sistema distinto o redefinir su composición, lo hubiese hecho expresamente en el texto de la ley, como sí ocurrió, por ejemplo, con la definición del objeto del Ministerio (artículo 3) o con la lista de funciones (artículo 4). Al no hacerlo, la ley reenvía a la definición ya existente en la Ley 181 de 1995. Lo anterior, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 28 del Código Civil, según el cual “las palabras de la ley se entenderán en su sentido natural y obvio, según el uso general de las mismas palabras; pero cuando el legislador las haya definido expresamente para ciertas materias, se les dará en éstas su significado legal” [énfasis propio]. Dado que "Sistema Nacional del Deporte" es, en este sentido, una expresión ya definida por el ordenamiento en la Ley 181 de 1995, y la Ley 1967 de 2019 la usa sin apartarse de esa definición, debe entenderse en el significado legal preexistente.
Conforme con lo expuesto, el Ministerio del Deporte únicamente podrá ejercer la función de celebrar directamente los convenios y contratos a los cuales hace referencia el numeral 25 del artículo 4 de la Ley 1967 de 2019 con respecto a sujetos que, de acuerdo con la misma normativa vigente del sector, hagan parte del Sistema Nacional del Deporte. En este sentido, según el referido artículo 50 de la Ley 181 de 1995, esta lista comprende al Ministerio de Educación Nacional, el Instituto Colombiano del Deporte —hoy Ministerio del Deporte—, los entes departamentales, municipales y distritales que ejerzan las funciones de fomento, desarrollo y práctica del deporte, la recreación y el aprovechamiento del tiempo libre, los organismos privados, las entidades mixtas, así como todas aquellas entidades públicas y privadas de otros sectores sociales y económicos en los aspectos que se relacionen directamente con estas actividades. También se entenderán incorporados en la habilitación, por disposición expresa del numeral 25, los organismos internacionales de naturaleza pública o privada que se enmarquen en esta definición. Corresponderá al Ministerio verificar que los organismos que conforman el Sistema Nacional del Deporte con los cuales pretende contratar directamente cumplan con los demás requisitos exigidos por la normativa especial aplicable del sector y por la dispuesta en el EGCAP en materia de contratación estatal. 
Con respecto al objeto del convenio o contrato, la función consagrada en el numeral 25 exige que sea celebrado "para el desarrollo de su objeto", con lo cual se refiere al objeto institucional del Ministerio. En efecto, para determinar si el convenio o contrato se enmarca en la habilitación referida, será necesario verificar si se celebra para el desarrollo del objeto definido en el artículo 3 de la Ley 1967 de 2019, según el cual el Ministerio del Deporte tiene como objetivo: formular, adoptar, dirigir, coordinar, inspeccionar, vigilar, controlar y ejecutar la política pública, planes, programas y proyectos en materia del deporte, la recreación, el aprovechamiento del tiempo libre y la actividad física para promover el bienestar, la calidad de vida, así como contribuir a la salud pública, a la educación, a la cultura, a la cohesión e integración social, a la conciencia nacional y a las relaciones internacionales, a través de la participación de los actores públicos y privados.
Esta remisión al objeto institucional del Ministerio cumple una función de limitar los supuestos para el ejercicio de la facultad de contratar directamente, de manera similar a la causal establecida en el literal e del numeral 4 del artículo 2 de la Ley 1150 de 2007, que exige que los contratos de ciencia y tecnología tengan por objeto la realización de dichas actividades. De esta forma, el contrato o convenio que celebre directamente el Ministerio del Deporte con un miembro del Sistema Nacional del Deporte cuyo objeto sea ajeno al marco jurídico fijado en el referido artículo tercero de la Ley 1967 de 2019  —por ejemplo, la simple adquisición de bienes o servicios sin relación con el fomento del deporte— no estará amparado en la función del numeral 25, así el contratista esté reconocido como un sujeto que hace parte del Sistema Nacional del Deporte. En este sentido, el objeto del convenio o contrato debe corresponder al marco jurídico funcional que el Ministerio está llamado a ejecutar.
Finalmente, es importante resaltar que la función del numeral 25 contiene una cláusula expresa que condiciona el ejercicio de la contratación directa a que se realice "de acuerdo con las normas legales vigentes". Tal como se señaló previamente, lo anterior supone que en lo no regulado por la norma especial objeto de análisis la contratación que adelante el Ministerio se encuentre sujeta a su régimen contractual, es decir, a lo dispuesto en el EGCAP. A similar conclusión ha llegado la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado, en el Concepto 00102 de 2017, al referirse a la aplicación de la facultad de contratar directamente en el marco del sistema de ciencia y tecnología. En dicha oportunidad concluyó que:

“[…] la misma jurisprudencia de la Sección Tercera del Consejo de Estado precisó lo siguiente: 
“De cuanto antecede se colige que el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, desde su entrada en vigencia, es aplicable a los contratos que la Nación y sus entidades descentralizadas celebren para el desarrollo de las actividades de ciencia y tecnología en aquellos aspectos no regulados expresamente en el Decreto-ley 591 de 1991 y en el Decreto-ley 393 de 1991, como que, por ejemplo, en los procesos de selección de los contratistas se deben respetar los principios de transparencia, economía, responsabilidad y selección objetiva, tener en cuenta las inhabilidades e incompatibilidades y aplicar las disposiciones de solución de conflictos, entre otros aspectos”
En definitiva, de conformidad con la interpretación de la Sección Tercera del Consejo de Estado, los contratos que se celebren con el objeto de fomentar la ciencia y la tecnología se encuentran sujetos al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública y demás normas que lo modifiquen o adicionen, a las normas especiales vigentes de los Decretos Leyes 393 y 591 de 1991, y a las normas de derecho privado, en armonía con lo dispuesto en los artículos 13 y 40 de la Ley 80 de 1993, en todo aquello no regulado expresamente por el citado estatuto y las mencionadas disposiciones especiales”.[footnoteRef:6] [6:  Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil, Concepto del 8 de marzo de 2017, radicación número 11001-03-06-000-2016-00102-00(2314), C.P. Édgar González López. Disponible en: https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=84117] 


De forma similar, esta Agencia considera que la función prevista en el numeral 25 constituye una norma especial que solo desplaza al EGCAP en el punto específico que regula, es decir, en la habilitación de la modalidad de selección de contratación directa frente a los sujetos y el objeto expreso de la norma. En todo lo demás, como es el caso de los requisitos de perfeccionamiento y ejecución del contrato, garantías, supervisión, liquidación, causales de nulidad, régimen de inhabilidades e incompatibilidades, publicidad en el SECOP, cláusulas excepcionales cuando procedan, responsabilidad contractual, entre otros, rige el EGCAP en su integridad, salvo que exista una norma especial que disponga lo contrario. La expresión "de acuerdo con las normas legales vigentes" confirma expresamente esta aplicación supletiva, evitando que se entienda que la norma crea un régimen de derecho privado autónomo. 
Una consecuencia jurídica de lo expuesto es que el artículo 20 de la Ley 1150 de 2007 será aplicable con respecto a los organismos internacionales con los que contrate directamente el Ministerio del Deporte en ejercicio de la función establecida en el numeral 25 del artículo 4 de la Ley 1967 de 2019, siempre que se trate de organismos internacionales que sean parte del Sistema Nacional del Deporte y que el objeto del convenio o contrato sea concordante con el artículo 3 de esta norma. De forma similar, las condiciones previstas en el artículo 20 de la Ley 1150 de 2007 no son aplicables de manera automática cuando el Ministerio del Deporte ejerza la función del referido numeral 25, pues para ello también será necesario que se cumplan los supuestos establecidos en dicha norma. 
El artículo 20 de la Ley 1150 de 2007 estableció el régimen aplicable a los contratos que celebren las Entidades Estatales con organismos internacionales, previendo tres supuestos. El inciso primero dispone que cuando los organismos de cooperación, asistencia o ayudas internacionales financien los contratos o convenios en su totalidad o en sumas iguales o superiores al cincuenta por ciento (50%), la contratación podrá someterse a los reglamentos de tales entidades; cuando los aportes sean inferiores a dicho porcentaje, el contrato o convenio debe someterse al EGCAP. El último supuesto del inciso segundo establece que los contratos o convenios financiados con fondos de los organismos multilaterales de crédito y entes gubernamentales extranjeros podrán regirse por sus reglamentos, con independencia del porcentaje que financien o aporten. Finalmente, el parágrafo primero dispone que los contratos o acuerdos celebrados con personas extranjeras de derecho público podrán someterse a las reglas de tales organismos, sin que sea relevante el monto de los aportes ni el objeto convenido.
Así, por ejemplo, si en ejercicio de la función del numeral 25 el Ministerio del Deporte celebra directamente un convenio o contrato con un organismo deportivo internacional que hace parte del Sistema Nacional del Deporte para el desarrollo de su objeto, y este, además de encajar en los supuestos de la función del numeral 25, cumple independientemente los requisitos de financiación, objeto y sujetos del artículo 20, ese convenio podrá regirse por el reglamento del organismo internacional. Este será el caso cuando el organismo internacional que hace parte del Sistema Nacional del Deporte es también un organismo de cooperación, asistencia o ayuda internacional que financia el contrato o convenio en sumas iguales o superiores al cincuenta por ciento (50%). 
En conclusión, la función señalada en el numeral 25 del artículo 4 de la Ley 1967 de 2019 se refiere a una norma especial que habilita al Ministerio del Deporte para contratar directamente cuando se trate de los sujetos expresamente definidos en la norma. Adicionalmente, esta norma opera dentro del régimen jurídico aplicable al Ministerio en virtud del artículo 2 de la Ley 80 de 1993, es decir, de acuerdo con lo dispuesto en el EGCAP. De esta manera, la función será aplicable solo con los organismos que hagan parte del Sistema Nacional del Deporte conforme al artículo 50 de la Ley 181 de 1995 y para el desarrollo del objeto institucional señalado en el artículo 3 de la Ley 1967 de 2019. En consecuencia, la función prevista en el numeral 25, en tanto excepción a la regla general de selección objetiva, no podrá interpretarse extensivamente para cobijar sujetos u objetos que exceden su texto. En todo lo no regulado expresamente por esta causal especial, la contratación se regirá por lo dispuesto en el régimen general de contratación de la entidad contratante: el EGCAP.
Al margen de la explicación precedente, debe advertirse que el análisis requerido para resolver problemas específicos en torno a la gestión contractual de las entidades públicas debe ser realizado por quienes tengan interés en ello, de acuerdo con lo explicado en la aclaración preliminar del presente oficio. De esta manera, las afirmaciones aquí realizadas no pueden ser interpretadas como juicios de valor sobre circunstancias concretas relacionadas con los hechos que motivan la consulta. Por lo anterior, previo concepto de sus asesores, la solución de situaciones particulares corresponde a los interesados en adoptar la decisión correspondiente y, en caso de conflicto, a las autoridades judiciales, fiscales y disciplinarias.
Dentro de este marco, la entidad contratante definirá en cada caso concreto lo relacionado con el tema objeto de consulta. Al tratarse de un análisis que debe realizarse en el procedimiento contractual específico, la Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del sistema de compras y contratación pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. Así, cada entidad definirá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones.

4. Referencias normativas, jurisprudenciales y otras fuentes:

	· Constitución Política de 1991, artículos 52 y 350.
· Ley 80 de 1993, artículos 2, 13, 24, 32 y 40.
· Ley 153 de 1887, artículo 5.
· Ley 181 de 1995, artículos 46, 47, 50, 51 y 61.
· Ley 489 de 1998, artículo 59.
· Decreto-Ley 393 de 1991.
· Decreto-Ley 591 de 1991.
· Decreto-Ley 4183 de 2011.
· Ley 1150 de 2007, artículos 2 (numeral 4, literal e) y 20.
· Ley 1967 de 2019, artículos 3, 4 (numeral 25) y 18.
· Código Civil, artículos 27, 28 y 72.
· Corte Constitucional, Sentencia C-439 de 2016 (con referencia a la Sentencia C-451 de 2015).
· Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil, Concepto del 8 de marzo de 2017, radicación 11001-03-06-000-2016-00102-00(2314).



5. Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

La Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente no se ha referido previamente al alcance del numeral 25 del artículo 4 de la Ley 1967 de 2019. Otros conceptos se encuentran disponibles para consulta en el Sistema de relatoría de la Agencia, al cual puede accederse a través del siguiente enlace: https://relatoria.colombiacompra.gov.co/busqueda/conceptos. 

Por último, lo invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 

Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente Instagram: @colombiacompraeficiente_cce

Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones aquí utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1. del Decreto 1082 de 2015.

Atentamente, 
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